Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:09). 


—Damos la bienvenida a autoridades de los Ministerios de Economía y Finanzas y de Trabajo 
y Seguridad Social, a quienes hemos invitado para referirse al proyecto de ley relativo al ajuste salarial 
del Poder Judicial, Tribunal de lo Contencioso Administrativo y Fiscalía General de la Nación. Les 
agradecemos que hayan aceptado nuestra invitación y, sin más, le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Muy buenos días. Por nuestra parte, 
agradecemos a la Comisión por recibirnos con tanta celeridad teniendo en cuenta que se trata de una 
iniciativa enviada hace muy pocos días. 


Este proyecto de ley pretende poner fin a un diferendo, generado con los distintos colectivos 
del Poder Judicial, que surge luego de la aprobación de la Ley n.” 18719 de presupuesto nacional, del 
año 2010. Posteriormente, en sucesivas instancias se pretendió corregir ese diferendo a través de la 
Ley n.* 19310, en enero de 2015, pero esa solución no fue aceptada por los diferentes colectivos. Eso 
llevó a que en ese mismo año 2015 se llegara a una solución parcial, que implicó el pago por única vez 
de una partida y un aumento salarial para todos los cargos y escalafones del Poder Judicial, a partir del 
1 de enero del 2016, por un 7,76%. De alguna manera, ese aumento se daba a cuenta de la cifra 
reclamada por los distintos colectivos en el diferendo. 


Actualmente, el Poder Ejecutivo propone este proyecto de ley luego de las negociaciones 
realizadas —durante el mes de diciembre del año pasado-— con algunos colectivos con los cuales se 
llegó a acuerdos, tales como la Suprema Corte de Justica, la Fiscalía General de la Nación y el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, organismos que suscribieron convenios con la Asociación de 
Magistrados del Uruguay, la Asociación de Magistrados Fiscales del Uruguay y la Asociación de 
Defensores Públicos del Uruguay. 


Finalmente, con todos ellos se llegó a un acuerdo que tiene las características que vamos a 
describir a continuación. Es importante destacar que para enviar el proyecto de ley al Parlamento, el 
Poder Ejecutivo solicitó el acuerdo de por lo menos el 80 % de los integrantes de cada uno de estos 
colectivos. Ese porcentaje, tanto en el caso de los jueces, de los fiscales como de los defensores, fue 
alcanzado rápidamente y superó ampliamente ese número. Por lo tanto, cuenta con un acuerdo bien 
importante de parte de todas esas asociaciones. 


Actualmente se está negociando con el resto de los colectivos, básicamente lo que tiene que 
ver con los funcionarios judiciales y procuradores con quienes en principio también se ha llegado a un 
preacuerdo que deberá ser ratificado por las respectivas asambleas que se realizarán en estos días. 


Entendemos que, de esta manera, finalmente vamos a poder llegar a la solución de este 
diferendo que se ha alargado en el tiempo. En el caso del colectivo de los jueces, fiscales y defensores 
se arriba a ese acuerdo que tiene las características de solucionar, por un lado, los reclamos respecto 
a la deuda generada —según ellos lo entienden— hasta diciembre de 2016 y, por otro, generar aumentos 
hacia adelante para los años 2017 y 2018. 


Respecto a los montos reclamados hacia atrás se está acordando y refrendando, a través de 
este proyecto de ley, un solo pago por única vez —en tres cuotas consecutivas— que reconoce haberes 
o montos correspondientes al período comprendido entre el 23 de diciembre de 2012 y el 31 de 
diciembre de 2016. La fecha del 23 de diciembre de 2012 reconoce una de las sentencias, la más 
importante, que abarcaba a 3000 funcionarios. El monto reclamado originalmente tenía que ver con 
partidas generadas desde el año 2010 hasta el 2016, y lo que se reclamaba era un 21,6 %. Finalmente, 
el plazo acordado es por montos generados entre el 23 de diciembre de 2012 y el 31 de diciembre de 
2016. De ese 21,6 % el acuerdo refiere a un 10 %, obviamente, luego de descontados los pagos a 
cuenta que ya se han realizado y a los cuales me referí anteriormente. 


Por lo tanto, entendemos que esta es una solución transaccional, para un diferendo 
importante y de larga data, que permitió a través de concesiones mutuas como ocurre en todas las 
negociaciones, alcanzar un acuerdo que, a nuestro juicio, es beneficioso. Reitero que en lo que 
respecta al pasado esto se resuelve para un período que va del 23 de diciembre de 2012 al 31 
de diciembre de 2016 y en un porcentaje del 10 %, cuando el reclamo era del 21,6 %. Hacia adelante 
se otorgan aumentos que se suman a ese otro aumento ya concedido del 7,76 %, lo que permite 
generar un incremento salarial para el 2017 de 3,24 % y para el año 2018 de 3 %, llegando a un 
aumento total del 14 % de ese 21,6 % reclamado por los colectivos. En definitiva, de ese incremento de 
21,6 % hacia atrás se reconoce un 10 % y hacia adelante se van otorgando aumentos en 2017 y 2018 
hasta completar el 14 %. 


Por consiguiente, pensamos que se trata de una buena solución para ambas partes, al tiempo 
que permite terminar con un diferendo tan prolongado que, de alguna manera, podría haber afectado la 
relación entre los distintos Poderes. A ello se agrega que cuenta con un amplio apoyo de los colectivos 
con los cuales se llegó al acuerdo final y que están incluidos en este proyecto. 


En relación a los colectivos restantes se alcanzó un preacuerdo que está a consideración de 
las asambleas respectivas. En el caso de los funcionarios judiciales esto ocurrirá en el día de mañana 
y, si esto prospera, en los próximos días el Poder Ejecutivo volverá a enviar un nuevo proyecto de ley 
que incluya a los colectivos que faltan. 


Entendemos que estamos en el buen camino y estas han sido las consideraciones iniciales 
que queríamos hacer en este ámbito. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Pido disculpas por haber llegado unos 
minutos tarde, y me pongo a las órdenes de los señores senadores para responder las preguntas que 
consideren pertinentes. 


SEÑOR DELGADO.- Estamos ante un tema viejo y dificultoso que también se plantea a partir de 
decisiones adoptadas en la rendición de cuentas del año pasado; además, parte de la situación que se 
dio fue advertida por el Partido Nacional. Lo que hoy trata de hacer el gobierno es buscar una solución 
integral al problema en dos sentidos: en lo que tiene que ver con la retroactividad y con la adecuación 
salarial. Así esta explicado por el señor subsecretario de economía y figura en el proyecto de ley con 
respecto a una serie de organismos como el Poder Judicial, el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo y Fiscalía General de la Nación. Hemos mantenido reuniones con algunos funcionarios — 
seguramente más adelante vamos a recibir a los gremios correspondientes— que nos han planteado 
algunas inquietudes que obviamente deseamos trasladar. 


En primer lugar quisiéramos saber cuál es la situación de aquellos que no adhieran al 
acuerdo y, en segundo término, cuál sería, a vuestro criterio, la situación de quienes tienen acuerdo y 
sentencia firme. Incluso nos hacen saber que hay defensores públicos que cuentan con sentencia firme 
ya liquidada y con oficio del Ministerio de Economía y Finanzas ordenando el pago de la condena, 
muchos de los cuales no adhirieron al acuerdo y posiblemente no lo hagan en un futuro. ¿Cuál es su 
situación? Porque se puede llegar a dar que tengamos a igual responsabilidad remuneraciones 
diferentes. 


Aparentemente, con los nuevos ingresos —que es la otra alerta que nos han hecho llegar-, si 
se aprueba este proyecto de ley tal como está redactado, todos estos profesionales a los que hacía 
referencia más los que ingresen a futuro, tendrán un salario 6,34% menor que los que han adherido al 
acuerdo. 


Por lo expuesto es que queremos consultar qué pasa con quienes no adhieran, con quienes 
tengan sentencia firme con oficio de pago por parte del Ministerio de Economía y Finanzas — 
obviamente están fuera de esta situación y con una escala salarial o un acuerdo diferente— y con los 
futuros ingresos porque, obviamente, podría llegar a darse -y lo digo en condicional porque queríamos 
hacer la consulta— que en el futuro a igual cargo exista diferente remuneración, con lo cual hay un 
principio de igualdad que estaría contravenido. 


La primera pregunta tiene que ver con estas situaciones en función de dudas que nos 
plantearon algunos funcionarios. 


SEÑORA MOREIRA.- Deseo formular tres consultas. 


La primera es a cuánto asciende la partida que se va a pagar. ¿Cuánto dinero —en pesos o en 
dólares— el Estado uruguayo tiene que erogar para cumplir con estos convenios? 


En segundo término, quisiera saber por qué eligieron la vía legislativa cuando se podría haber 
hecho administrativamente. Me gustaría que la explicación constara en la versión taquigráfica. 


Finalmente, existe un acuerdo que se celebra con la Asociación de Magistrados, con la 
Asociación de Fiscales y con los Defensores Públicos, pero otros colectivos quedan afuera, con los que 
se está negociando, según decía el contador Ferreri. Entiendo que todos recibirían el aumento... 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL..- No, señora senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- En realidad, esa era mi pregunta. ¿En qué situación quedan los colectivos que 
no firmaron? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Desde el Poder Ejecutivo hemos venido 
considerando este tema en conjunto con las instituciones y los sectores involucrados y dijimos 
expresamente que lo que queremos es una solución integral para todo el proceso —para atrás y para 
adelante— y para todos los funcionarios e instituciones del Poder Judicial, tema que consideramos 
fundamental. Mañana se llevan a cabo las asambleas de los funcionarios y actuarios. Luego de las 
intensas negociaciones que hemos venido desarrollando desde hace varios meses, presentamos una 
propuesta del Poder Ejecutivo que fue considerada como razonable para llevar a las asambleas de 
mañana. Creemos que lo que busca el Poder Ejecutivo es un objetivo nacional que incluso debiera ser 
una política de Estado. De lo que se trata es de resolver un tema que por distintas cuestiones se ha 
complicado. A partir de diciembre del año pasado dimos un primer gran paso, cuando el Poder 
Ejecutivo hizo uso de facultades —de las que podría no haber hecho uso— y convino con todas las 
partes; fue un primer paso celebrado por todas las partes. Cuando hablo de todas las partes no me 
refiero solamente a los gremios o a las asociaciones profesionales, sino también a las instituciones, 
como la Suprema Corte de Justicia, la Fiscalía, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Ese fue el primer paso en este camino que seguimos desarrollando y que tuvo instancias 
importantes en diciembre pasado —hace menos de dos meses— cuando, con la Suprema Corte de 
Justicia, la Fiscalía, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, los gremios y asociaciones 
correspondientes —esto es, la Asociación de Magistrados del Uruguay, la Asociación de Magistrados 
Fiscales, la Asociación de Magistrados Defensores Públicos— logramos acuerdos que fueron 
rápidamente ratificados por las partes. Todos nos sorprendimos gratamente de la rápida aceptación y 
de la rapidísima recolección de firmas, tan así fue que podríamos citar como anécdota que cuando 
estábamos redactando los convenios en la sede el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, había 
gente en la puerta esperando para firmar la adhesión a dicho convenio, cosa que efectivamente 
ocurrió. En pocos días —menos de los que figuraban en los plazos acordados—- se consigue un 
porcentaje superior al 85 % de las firmas de los magistrados —que fue del 95 %-, fiscales, defensores 
y Tribunal de lo Contencioso Administrativo, de adhesión a un convenio que fue hecho con los gremios. 


Queremos destacar que es un convenio que hacemos con los gremios, de acuerdo con la 
concepción del Poder Ejecutivo, es decir, que acá no hay un llamamiento del Poder Ejecutivo a las 
firmas individuales de trabajadores o funcionarios, sino que hay un acuerdo con los gremios y luego el 
llamamiento a la adhesión. Lo que buscamos es una solución final, integral, que contemple a todas las 
partes hacia atrás y hacia adelante. Estamos en este camino: tratando de resolver este tema de larga 
data con diálogo, con negociación, para que quede resulto a futuro cualquiera sea el nuevo Gobierno 
que tenga el país próximamente. Este es un objetivo que estamos planteándonos y por eso hemos 
acordado estos mecanismos que se han puesto en vigencia y han funcionado. Reitero que estamos 
hablando de algo que no solamente es una propuesta o una idea, sino que es algo que en pocos días 


se implementó y funcionó con más rapidez y más adhesión de la que propusimos. Creemos que este 
es un elemento sustantivo para continuar en este camino. 


Hoy tenemos la expectativa de que en el día de mañana, soberanamente, las asambleas de 
funcionarios y de actuarios resuelvan lo que entienden que tienen que resolver. Hemos demostrado la 
vocación y la voluntad del Poder Ejecutivo de negociar, sin perjuicio de que está vigente el artículo 733 
que otorga la facultad al Poder Ejecutivo de cumplir las sentencias cuando existan los fondos 
disponibles. Pero aun estando vigente ese artículo hemos decidido transitar este camino, porque ha 
demostrado en estas pocas semanas —por lo menos, con los sectores que hasta el momento han 
acordado, en un clima de negociación constructiva y positiva- ser un camino que da buenos 
resultados. 


Queremos seguir en este proceso de negociación colectiva y en su profundización porque es 
un objetivo de este Gobierno y de este país: queremos más y mejor negociación colectiva. En ese 
proceso estamos desarrollando esta negociación, al igual que otras del sector público y privado. En 
este caso lo hacemos particularmente con los gremios involucrados a quienes hemos convocado. 
Cuando tuvimos planteos en el sentido de que querían discutir de determinada manera, así lo hemos 
hecho; por ejemplo, en algún momento discutimos todos juntos y, en otro, con gremios por separado, 
pero en tiempos realmente breves porque esto ha transcurrido fundamentalmente en los últimos dos 
meses. 


Sin perjuicio de lo que soberanamente resuelvan las asambleas en el día de mañana, 
sentimos satisfacción de que una política pública importante como es la negociación colectiva, en este 
caso, venga dando resultados satisfactorios para una solución integral. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Yendo a las preguntas concretas, el señor 
senador Delgado planteó tres situaciones, relacionadas con quienes no adhieren al acuerdo, con 
quienes tienen sentencia y con los cargos nuevos. 


En el caso de quienes no adhieran al acuerdo, obviamente no cobrarán los incrementos 
pautados. Si quieren reclamar, tendrán que hacerlo ante la justicia, recibir la sentencia y luego 
quedarían equiparados con quienes hoy tienen sentencia. 


Para los que tienen sentencia y no adhieren y para quienes no adhieren, no tienen sentencia 
y luego podrán tenerla, rige el artículo 733 de la Ley de Presupuesto de 2015, que establece que en 
futuras instancias presupuestales y de acuerdo a las circunstancias del país, se podrán ir asignando los 
recursos. 


El señor senador Delgado preguntaba si quedarían con remuneraciones diferentes. La 
respuesta es sí; claramente, quien acuerda y conviene tendrá los aumentos y quien no acuerda no los 
tendrá. Habrá que ver qué ocurre con las sentencias y con la forma de pagar del Estado, tal cual lo 
establece el artículo 733 antes mencionado. 


Cabe recordar que, como lo dijimos en la introducción de ambos ministerios, más del 80% 
han convenido y, en muchos de los casos, se ha superado el 90%. Es probable que terminemos 
hablando de un conjunto casi vacío o vacío. 


Con respecto a los cargos nuevos, obviamente no tendrán nada de lo que rige para atrás, 
pues no integraron ninguno de los colectivos, pero sí ingresarán con el salario y los incrementos 
previstos en este acuerdo. 


La señora senadora Moreira nos preguntaba el porqué de una norma legal, lo que se debe a 
que es necesario para poder habilitar las partidas salariales con las que este acuerdo se pagaría. Se 
necesita norma de rango legal. 


En relación a cuánto asciende este acuerdo, primero que nada quisiera hacer referencia al 
acuerdo que se incluye en este proyecto de ley vinculado a magistrados, defensores y fiscales, así 
como al resto de los funcionarios. Tenemos dos partes. Una de ellas, tiene que ver con la amortización 
de una partida única que se pagará en tres cuotas anuales, que comprende lo generado entre el 23 de 
diciembre de 2012 y el 31 de diciembre de 2016. Se pagará en 2017, 2018 y 2019 y cada partida 
destinada a estos colectivos implica un desembolso de aproximadamente USD 5:000.000 en cada año. 
Esa partida cae después de que se hayan amortizado las tres cuotas. 


A esto debe sumarse lo que será un gasto no puntual, sino que se integrará a los aumentos 
salariales que se otorgarán. Como lo establece la ley, este aumento salarial es de un 3,24 % para el 
año 2017 que implica un desembolso de aproximadamente USD 2:300.000, más exactamente 
USD 2:350.000. Reitero, ese es el monto aproximado, reitero, para el año 2017 y para el 2018 el 
incremento del 3% es de alrededor de USD 2:200.000 que se acumula al aumento dado anteriormente. 
Por lo tanto, en 2017 el aumento del 3,24 % implica USD 2:350.000 al acumularse el aumento del 2018 
el gasto incremental por partidas salariales será de aproximadamente USD 4:500.000. Para estos 
colectivos esto implica que en los años 2017, 2018, 2019 y 2020, en un escenario en el que durante los 
años 2017, 2018 y 2019 va a haber incrementos salariales y amortización de la partida antigua. En 
2017, el primer año, en estos colectivos estamos hablando de aproximadamente USD 7:300.000; en 
2018 y en 2019 se dan los dos aumentos salariales, el de los años 2017 y 2018 más la amortización de 
la partida anterior, estamos hablando de aproximadamente unos USD 9:500.000 respectivamente, pero 
en 2020 esa cifra baja a USD 4:500.000 porque ya no va a haber amortización. 


SEÑOR DELGADO.- Serían USD 9:000.000 en cada año. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El costo total de este paquete sería de 
USD 7:300.000 en 2017, USD 9:500.000 en 2018, USD 9:500.000 en 2019 y USD 4:500.000 en 2020, 
que es lo que quedaría incorporado luego en las partidas salariales. Como decíamos, esto es lo que 
está incorporado para estos colectivos. Queremos dar cifras globales de cuál sería el costo si 
terminaran acordando el resto de los colectivos entre funcionarios y procuradores —que son los 
colectivos más numerosos y que entre los dos cuentan con aproximadamente 4.000 funcionarios—, 
pero no queremos marearlos con cifras. De acuerdo con los colectivos que faltan, el mecanismo sería 
el mismo: una partida única en tres cuotas anuales para amortizar la deuda anterior e incrementos 
salariales en 2017 y 2018. Por lo tanto, la cadencia que se da es la misma. Las cifras que doy ahora 
incluyen todo, lo mencionado anteriormente más lo que implicarían estos nuevos colectivos. Para 2017 
estamos hablando de aproximadamente USD 23:000.000; para 2018, aproximadamente USD 
27:500.000; en 2019 una cifra similar y en 2020, al dejar de amortizar la partida «vieja» —por decirlo de 
alguna manera—, solamente quedarían incorporados los aumentos salariales que son USD 13:000.000 
aproximadamente. 


Esas son las cifras totales del costo de este acuerdo. Me permito recordar que el monto 
reclamado era de un 21,6 % desde 2010 en adelante y en el caso de los colectivos que están incluidos 
en el proyecto de ley que hoy trajimos, implica un 10 % entre el 23 de diciembre de 2012 y el 31 de 
diciembre de 2016, y llegar al fin de todo el proceso en 2018 de un 14 %. Por lo tanto, entendemos que 
esto puede ser mirado de dos maneras; por un lado, en el costo que esto implica y, por otro, lo que fue 
el «ahorro» de acordar por cifras bastante menores a las del acuerdo inicial. Obviamente, esto surge, 
como decía el señor ministro Murro, de un proceso intenso de negociación entre todas las partes. 


SEÑOR DELGADO.- A efectos de no hablar de porcentajes y sí de cifras, quisiera saber si en lo 
reclamado y en lo acordado vamos a hablar de cifras comparativas más allá de porcentajes. El señor 
subsecretario de Economía y Finanzas hizo un racconto de tres cifras diferentes según si se 
incorporaban o no incrementos salariales. En la última nos da cerca de USD 100:000.000, ¿no?, en 
realidad, USD 90:000.000 y pico. En la información que acaba de dar sobre cómo impactaría esto en la 
erogación del Estado, al 2019 o 2020 daba cerca de USD 100:000.000 incorporando la retroactividad, 
la adecuación salarial más los incrementos previstos. Eso es lo que entendí, pero quería consultarlos si 
es así. 


También me gustaría que se fuera más preciso en el tema de las cifras en lo acordado, en lo 
que están proponiendo, y en cuánto es lo reclamado. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Hay cosas que podrían ser comparables 
y otras que no. 


Hoy tenemos una sentencia para alguna gente, que es del 21 % para hablar en números 
redondos, como estamos haciéndolo. Pero hay otra gente que estaba en un proceso judicial diferente, 
iniciando uno o que ya lo había comenzado pero todavía sin sentencia firme, así como un grupo 
importante y mayoritario de otras personas con sentencia, que son los funcionarios y actuarios, y otros 
grupos que no tenían eso. 


En esta coyuntura es que nosotros proponemos y desarrollamos la negociación. Las 
sentencias futuras podrían ser diferentes; no sabemos cuáles serán. Podrán ser diferentes en montos — 
si es que las hay—, podrían ser negativas o podrían ser distintas en los plazos. Para esta negociación 
tomamos, por ejemplo, los plazos que puso la primera sentencia, pero podrían haber otros y eso 
cambia los montos pues no es lo mismo si se paga en un año que en cinco o en tres. 


Entonces, en este proceso hicimos la negociación. Por eso creo que lo fundamental —perdón 
por la insistencia—- es el importante proceso de negociación que se ha dado y se está dando con 
participación de los gremios, de la Suprema Corte de Justicia, de la fiscalía, del TCA, en el que no está 
todo definido. No se trata de que las sentencias estén para todos y, entonces, con todos hemos 
desarrollado el proceso de negociación. Por ejemplo, la primera sentencia -que es parcial, por un 
período de tiempo y para una cantidad de funcionarios—, otorgaba el 21 %. Nosotros estamos, de 
alguna manera, con ese colectivo similar, negociando en el entorno del 16 %. Con aquellos sectores 
con los que negociamos y que estaban en un proceso judicial de menor avance, negociamos otros 
porcentajes. Es por eso que somos firmes partidarios de este proceso de negociación —que, reitero, ha 
demostrado hasta ahora ser exitoso y rápido— y creemos que la cifra no es sencilla, o simplemente 
comparable, porque tenemos distintas situaciones, distintos plazos y distintos colectivos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En realidad, el tema surge de hacer una 
regla de tres. Esto es comparar el 21,6% contra el 10% para atrás y contra el 14% que se estaría 
dando hacia adelante. En el caso de estos colectivos —como decía el ministro Murro serían los que en 
este momento están en proceso de negociación— ese porcentaje puede ser un poquito mayor en 
función de que tenían sentencia. 


SEÑOR DELGADO.- Usted es contador y yo veterinario y es por eso que le voy a hacer nuevamente la 
pregunta. Nos referimos a un proceso de negociación —entre los que adhieren o los que abarcaría este 
proyecto de ley—, entre la retroactividad, la adecuación salarial —-más allá de cuánto se pague—, más los 
incrementos de aquí al 2020, donde quedaría totalmente amortizada la deuda; estamos hablando de 
una erogación de cerca de USD 100:000.000. ¿Eso es correcto? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Es correcto, pero de alguna forma disiento 
con el razonamiento porque estamos hablando de un período de cuatro años. Yo podría decir que son 
USD 200:000.000 si hablara de 20 años, y serían USD 300:000.000 si hablara de 30 años. Creo que la 
cuenta que deberíamos hacer tiene que ver con lo que cuesta esto en cada año. En definitiva, 
amortizada la deuda por el período anterior, si dentro de todos los colectivos arreglaran todos los 
funcionarios de cada uno de ellos, esto implicaría aproximadamente un incremento anual de 
USD 13:000.000 por partidas salariales. Creo que esa es, desde mi humilde punto de vista, la cuenta 
correcta que deberíamos mirar. Se amortiza una deuda para atrás y luego implica un costo de 
USD 13:000.000 anuales por incrementos salariales. 


SEÑOR DELGADO.- Está bueno decir esto para dejar claras las cifras globales. Entendí el concepto. 
Amortizado estamos hablando de USD 13:000.000. Pero ¿a cuánto asciende el costo de la 
amortización, el monto global acordado de la deuda? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- ¿La deuda anterior? 


SEÑOR DELGADO. Sí. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Como decía, si estuvieran todos los 
colectivos incluidos, los que están en este proyecto de ley, estamos hablando de magistrados, 
defensores y fiscales, implicaría una «deuda» —entre comillas, porque el Poder Ejecutivo entiende que 
esto no es una deuda, sino una salida transaccional-de unos USD 15:000.000 a pagar en tres partidas 
de USD 5:000.000 en el 2017, 2018 y 2019, y si estuvieran todos incluidos, estaríamos hablando de 
aproximadamente USD 45:000.000 a amortizar en tres partidas. 


SEÑOR DELGADO.- Me queda claro que los que no se adhieran van a seguir la vía que corresponda, 
y ustedes dejaron claro que aplicarán el artículo 733 de la Rendición de Cuentas, con lo cual se elevará 
para una futura instancia presupuestal para que el Parlamento determine con sentencia firme la 
incorporación al presupuesto. Eso quedó entendido. 


Por otro lado, creo que había quedado claro que esto supondría para algunas personas, 
sobre todo para los nuevos ingresos, una diferencia salarial a igual función, dado los desequilibrios que 
se generan. ¿Eso es así? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Los nuevos ingresos tendrán incorporados 
estos aumentos. No se trata de que vayan a entrar con el salario del que no arregló, sino que lo harán 
con el salario del que arregló que, como dijimos, en muchos casos supera el 90 %. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Quien ingrese como nuevo no tiene lo 
que se denomina deuda para atrás. Entonces, como estamos resolviendo incrementos salariales 
retroactivos al 1% de enero de 2017, quien ingrese nuevo va a cobrar el mismo salario. Por lo tanto, no 
se estaría generando una discriminación. 


Voy a poner un ejemplo para que resulte más ilustrativo. Se ha acordado pagarles a las 
personas que generaron derechos y se jubilaron entre tanto. Por ejemplo, a alguien que se jubiló en 
2015 y generó derechos desde 2013, se le pagará una cuota por el período durante el que hayan 
generado derecho. Esto muestra la voluntad negociadora y de cumplimiento que tiene el Poder 
Ejecutivo frente a aquellas personas que hoy no están en actividad. Como dije, se les pagará por el 
período durante el cual generaron derechos y en una sola cuota. 


SEÑOR DELGADO.- La señora senadora Moreira se refirió al monto, no así a la cantidad de personas 
alcanzadas. Sobre la base de este proyecto de ley, me gustaría saber la cantidad de funcionarios que 
esta medida involucraría. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En el proyecto de ley estamos hablando 
de aproximadamente 1.000 personas: 500 jueces, 300 fiscales y 200 defensores. 


A su vez, en el colectivo que queda por terminar de perfeccionar el acuerdo, estarían 
involucradas 4.000 personas entre funcionarios y actuarios. Serían 5.000 en total. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a los representantes de los Ministerios de Economía y 
Finanzas y de Trabajo y Seguridad Social su presencia en este ámbito. 


(Se retiran de sala los representantes de los Ministerios de Economía y Finanzas y de Trabajo 
y Seguridad Social). 


(Ingresan a sala representantes de la Fiscalía General de la Nación) 


—En nombre de la Comisión de Hacienda del Senado les agradecemos por haber aceptado la 
convocatoria para tratar el tema que nos ocupa. 


SEÑOR DÍAZ.- Vamos a ser extremadamente breves, sin perjuicio de quedar a disposición de los 
señores senadores para contestar las preguntas que entiendan pertinente. 


Se trata de un proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo que habilita los fondos para 
financiar los costos de un acuerdo celebrado entre la Asociación de Fiscales, la Fiscalía General de la 
Nación y el Poder Ejecutivo que soluciona un largo conflicto entre los fiscales y el Poder Ejecutivo. 
Hago esta afirmación porque, en realidad, en el momento en que el conflicto se inició, la Fiscalía de 
Corte y Procuraduría General de la Nación era una unidad ejecutora del Ministerio de Educación y 
Cultura y, por tanto, integraba la Administración Central. De hecho una vez instalado el servicio 
descentralizado Fiscalía General de la Nación con personería jurídica hemos heredado el conflicto que 
está en trámite en este momento. 


En diciembre del año pasado se celebró un convenio entre la Asociación de Fiscales, la 
Fiscalía General de la Nación y el Poder Ejecutivo. El convenio tiene básicamente dos componentes: 
por un lado, una suma de dinero que financia el reclamo hacia atrás y se paga en tres veces —en el 
proyecto de ley está explicitado cómo se paga y cuál es su alcance- y, por otro, un incremento salarial 
que en cierta medida recoge lo que se había adelantado en la Ley n.” 19310, que prevé dos aumentos 
adicionales sobre el IPC, uno de 3,24 % para este año y otro de 3 % para 2018. 


Por otra parte, el convenio debería tener la ratificación del 80 % de los integrantes del 
colectivo. Al día de hoy, si bien el número de cargos es superior, el número de los que están ocupados 
en el escalafón «N» Fiscales Adscriptos, es de doscientos ochenta y seis y hasta el momento han 
ratificado doscientos sesenta y seis, lo que da un total de 93 % de los fiscales activos. Asimismo, han 
ratificado diecisiete personas que se han jubilado. Queremos aclarar que en este momento no tenemos 
el número exacto de las personas que se jubilaron entre 2012 y el presente año, pero estamos 
prácticamente seguros de que supera largamente el 80 %. Tenemos un total de doscientos cuarenta y 
cinco demandantes. Este dato es parcial. Como les decía, hay juicios contra el Poder Ejecutivo que son 
llevados por el Ministerio de Educación y Cultura —esto se remonta a la época en que éramos una 
unidad ejecutora de dicha cartera— y hay juicios entablados contra la Fiscalía General de la Nación. 
Reitero que tenemos un total de doscientos cuarenta y cinco demandantes, pero ese no es el total; 
debemos afinar la cifra. 


Con respecto al proyecto de ley, en términos generales, recojo el acuerdo. Creo que la 
contadora Rosa Mastrolonardo, directora del Departamento de Planificación y Presupuesto, tiene 
alguna pequeña diferencia en cuanto al texto del convenio y de la ley, que seguramente sería bueno 
aclarar. 


Desde el punto de vista conceptual, la única aclaración que quiero realizar es que en el 
artículo 1. del primer párrafo se habla de «Magistrados de la Fiscalía General de la Nación»» y en 
realidad el escalafón «N», que incluye a los fiscales desde la Ley n.” 19438, los llama fiscales y no 
magistrados. Según el contenido de dicha ley, que regula el nuevo estatuto de los fiscales, los fiscales 
son fiscales y no magistrados. Por tanto, habría que corregir el error porque no es así conforme al 
diccionario de la Real Academia Española, que define claramente a los magistrados como los jueces 
de los tribunales superiores y no incluye a los fiscales. A su vez, la Constitución de la República al 
describir a los magistrados alude a los jueces de todos los escalafones y cuando se refiere a los 
fiscales los llama fiscales. En definitiva, ni según la lengua ni según la Constitución o la ley los fiscales 
son magistrados. Reitero que habría que corregir este error para evitar confusiones desde el punto de 
vista conceptual. Destaco que esto se aclaró en el convenio, pero parece que se coló en el proyecto de 
ley. 


Desde el punto de vista institucional, para quien tiene la suerte de dirigir un servicio 
descentralizado que integra el servicio de administración de justicia, está de más decir que la solución 
de este conflicto es un anhelo porque nos va a permitir encarar un año complejo, como es el 2017 —en 
el que se va a poner en práctica el nuevo Código del Proceso Penal-, sin conflictos o nubarrones en el 
horizonte. Creo que sería bueno para nosotros, para el funcionamiento de la administración de justicia 
y, por ende, para el país. 


Quedo a disposición de los señores senadores para responder las preguntas que deseen 
formular. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si ningún señor senador desea hacer preguntas, les agradecemos vuestra 
presencia. 


(Se retira de sala la delegación de la Fiscalía General de la Nación). 
(Ingresa a sala la delegación de la Suprema Corte de Justicia). 


—Buenos días. Muchas gracias por aceptar la invitación para concurrir en el día de hoy. Sobre 
el tema para el cual fueron convocados, estamos recabando la opinión de cada uno de los que están 
involucrados en el proyecto de ley. 


SEÑOR CHEDIAK.- Buenos días, señoras y señores senadores. 


Para nosotros es satisfactorio concurrir al Senado de la república después de seis años —creo 
que todo este lío empezó durante la presidencia del señor Mujica— con una solución parcial y digo 
«parcial» porque no abarca a todos los colectivos. Como habrán podido apreciar en el proyecto de ley 
abarca fiscalía, defensa pública y magistrados. 


Recién luego de que el subsecretario del Ministerio de Economía y Finanzas diera la 
conferencia de prensa tuvimos la oportunidad de plantear con nuestras contadoras un pequeño ajuste 
de redacción a este proyecto de ley. La contadora Naya me señalaba que estos ajustes tienen que ver 
sobre todo con temas operativos de liquidación, que no hacen al resultado numérico final. De todos 
modos, la solución ha sido compleja y, en el caso de que el Parlamento nacional acompañe este 
proyecto de ley, la instrumentación y las eventuales liquidaciones no serán fáciles porque abarcarán 
varios años y a mucha gente. 


Reitero el beneplácito de la Suprema Corte de Justicia de que se haya podido contar con una 
propuesta de parte del Poder Ejecutivo que haya sido aceptada por porcentajes tan importantes de 
cada uno de los colectivos. Creo que, en el caso de los magistrados, esos porcentajes superan 
largamente el 93% y se acercan al 95 %, mientras que en los otros dos colectivos se sitúan en el 
entorno del 85%. Como bien saben los señores senadores, los funcionarios y actuarios todavía tienen 
pendiente la discusión interna a nivel gremial de la propuesta que les ha correspondido, por lo que este 
proyecto de ley refiere exclusivamente a los tres gremios que hasta el momento han acordado con el 
Poder Ejecutivo. 


Concurrimos aquí acompañados de las principales contadoras a los efectos de responder 
cualquier pregunta técnica y numérica que quieran plantear los señores senadores respecto a este 
tema, pero reitero el apoyo pleno de la Suprema Corte de Justicia a esta solución. Luego, seguramente 
el director general, doctor Elbio Méndez, hará alguna referencia también a los temas menores. Antes 
de ingresar él me planteaba cómo iba a quedar la situación de los cargos vacantes, que hoy integran el 
colectivo pero que no han podido firmar el convenio porque justamente sus titulares no están 
designados. 


Hay algunos subgrupos importantes que no están incluidos en la media docena de gremios y 
tenemos que ver cómo se va a solucionar ese tema. 


Quedamos a su disposición para responder las preguntas que los señores senadores quieran 
plantear a nuestro equipo técnico. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Podría referirse a la modificación a la que hacía mención y sobre la que 
hablaron con el subsecretario de Economía y Finanzas? 


SEÑOR CHEDIAK.- Creo que corresponde que la contadora Naya se refiera a ese asunto porque se 
trata simplemente de un tema de liquidación contable. 


SEÑORA NAYA.- El proyecto de ley establece que el período a considerar sería a partir del 23 de 
diciembre de 2012 y que se tomarían las remuneraciones respecto a los valores históricos de 2012. 


Aclaré que para nosotros es sumamente engorroso y complicado hacer el cálculo tal como se 
plantea porque no es lo mismo ver lo que cada magistrado percibió en la liquidación de cada mes y 
calcular el 10 % del convenio que tomar ese valor a 2012, deflactarlo y volver a ajustar por IPC. En 
ese período los magistrados venían cobrando en forma escalonada un aumento de incompatibilidad 
absoluta que se les había otorgado por ley, de manera que cada año cobraban un poquito más de ese 
porcentaje. Por lo tanto, es distinto aplicar el 10 % a su sueldo, que deflactarlo y volver a liquidar. Hice 
este planteo a los asesores de economía y finanzas y lo entendieron perfectamente. Me respondieron 
que había que afinar la redacción porque no se había quedado en eso. En el convenio había quedado 
claro, pero cuando lo redactaron quedó distinto. Por lo tanto, el ajuste se hará teniendo en cuenta los 
valores de 2012. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Debemos tener esto en cuenta porque vamos a recibir la modificación y 
está bueno que todos sepamos a qué refiere. 


SEÑOR CHEDIAK.- Es bueno recalcar que los sueldos no cambian, sino que refiere a los sueldos 
históricos de cada mes. 


La cuestión es que la mecánica de la liquidación se complica enormemente por esta 
incompatibilidad absoluta que me dicen que es una coma. Insisto: complica enormemente hacer la 
liquidación por el período. 


En principio, parece que hay acuerdo en especificar «a valores históricos». Ese fue el 
concepto que se manejó, porque al mencionar directamente 2012 se generan una cantidad de 
complicaciones para la liquidación de los años 2013, 2014 y 2015. Es simplemente eso. 


SEÑOR MÉNDEZ.- El doctor Chediak adelantaba que hay algunas situaciones particulares porque, si 
bien alcanzaría al 99 % de los funcionarios en la medida en que adhieran a uno u otro convenio, hay un 
grupo de funcionarios que no solamente no están directamente representados por ninguna de las 
asociaciones, sino que, además de considerarlos, habría que ver si por lo menos se les da la opción 
de adherir a alguno de los convenios. Por ejemplo, los funcionarios con cargos de confianza del Poder 
Judicial, que son 4, no están representados por ninguna de las asociaciones ni estarían en condiciones 
de adherir a convenio alguno. Por otro lado, hay algunos funcionarios que, si bien pertenecen al 
escalafón ll Profesional, estrictamente no están representados por la asociación de actuarios, que 
representa a la mayor parte de ese escalafón. Algunos podrían ser representados por la propia 
asociación de funcionarios porque están afiliados, pero hay un grupo que corresponde a todos los 
directores de división, los asesores de la División Jurídico Notarial que, en definitiva, no tendrían 
convenio. 


SEÑOR MICHELINI.- El artículo 4* del proyecto de ley dice que contarán con un plazo perentorio de 30 
días. 


SEÑORA NAYA.- Con respecto al plazo de 30 días, en primer lugar, es preciso demostrar que se llegó 
al 80 % de los afiliados, pero después puede haber alguno de los que no adhirieron, ya sea porque no 
se enteraron o porque están recapacitando acerca de su decisión, para quienes se estableció un plazo 
mayor que no finalizará en la instancia de ese 80 % que mencioné. 


SEÑOR MÉNDEZ.- En síntesis, esto no significa que esos funcionarios queden totalmente al margen, 
pero tal vez el legislador debería prever la opción que tendrían estos pequeños colectivos que no están 
representados directamente por ninguna asociación, y no solo por un tema de afiliación. Voy a dar un 
ejemplo concreto, que es el del escalafón Q, que es de particular confianza y cuyos integrantes no 
forman parte de ninguna asociación. Ahora bien; se trata de funcionarios que perciben las mismas 
retribuciones y tienen derecho a los mismos incrementos y en las mismas condiciones, por lo que nos 
preguntamos cómo se los incluye, ya que eso no está previsto. 


SEÑOR MICHELINI.- El proyecto habla de los funcionarios involucrados en el diferendo. 


SEÑOR MÉNDEZ.- En el diferendo estarían todos, ya que refiere a la totalidad de los funcionarios del 
Poder Judicial, pero el plazo de 30 días corresponde a lo que explicaba la contadora Naya. Se trata de 
aquellos funcionarios que teniendo derecho a optar hoy, en caso de que no lo hagan, cuentan con un 
período adicional. En lo personal, me quedaría con lo que dice el señor senador Michelini en cuanto a 
que se habla de la totalidad de los funcionarios y parto de la idea de que no se puede entender de otra 
forma. Si la interpretación del señor senador es la misma de los legisladores, entonces el tema está 
claro. 


SEÑOR MICHELINI.- Es posible adherir o no a la propuesta de la ley, pero está claro que la norma no 
puede excluir a un funcionario a los efectos de que opte por una u otra alternativa. En definitiva, la 
persona puede optar por no adherir y llevar a cabo un pleito, pero también puede pensar que más vale 
pájaro en mano y decida firmar. Lo que no podría ocurrir es que a un sector de los involucrados se le 
niegue la posibilidad de optar y se lo deje afuera. Ese juicio sí estaría perdido. 


SEÑOR DELGADO.- Hace un rato recibimos al ministro de Trabajo y Seguridad Social y al 
subsecretario de Economía y Finanzas, con quienes hablamos acerca de cuántos eran los funcionarios 
que estarían comprendidos en lo que establece este proyecto de ley. Si mal no recuerdo, quedó claro 
que hasta hoy han adherido 1.000 de los 5.000 habilitados para ello, y también se nos dijo que el costo 
de este acuerdo alcanzaría los USD 25:000.000 por año. Para esta cifra se toman en cuenta dos 
cosas, la «amortización de la deuda» —entre comillas— más la adecuación salarial de aquí a 2020. 


Consulté —y quiero hacerlo también ahora— por dos situaciones. En primer lugar, por los que 
no adhieren y, en este caso —más allá de los plazos a los que hacía referencia el señor senador 
Michelini- invocaron el artículo 733 de la Rendición de Cuentas que es complejo y no sé si la Suprema 
Corte de Justicia tiene algún recurso al respecto. Sugirieron aplicar el artículo 733 a aquellos que no 
adhieren a este acuerdo por el que pasan a la próxima instancia presupuestal. Todos aquellos con 
sentencia firme pasan a que otro poder del Estado decida si se incorpora o no. En su momento dijimos 
que era inconstitucional y se dio la discusión en la Rendición de Cuentas, pero como hoy el señor 
subsecretario de Economía y Finanzas explicó cómo sería el procedimiento en caso de que no 
adhieran y lo hizo sobre la base de aplicar el artículo 733, se los tengo que preguntar. Está relacionado 
con aquellos funcionarios que tienen sentencia firme y puede llegar a darse la situación —no lo estoy 
afirmando pero lo manifiesto por los datos que tenemos-— que a igual función no se perciba la misma 
remuneración. 


Me gustaría saber si conocen cuántos funcionarios tienen sentencia firme en el Poder Judicial 
y cuánto podría verse afectado un principio como el de igualdad. 


SEÑOR CHEDIAK.- Los funcionarios, actuarios y defensores que tienen sentencia firme ejecutoriada 
rondan los 3.000 o 3.500. Por supuesto que los funcionarios administrativos constituyen el colectivo 
más grande. Se genera la dificultad de negociar con quienes tienen sentencia firme. Esa es la razón 
por la cual a los gremios de funcionarios y de actuarios se le ha hecho una propuesta más elevada que 
la que recoge este proyecto de ley. Dado que en un principio estos colectivos no tenían sentencia firme 
de condena y los otros sí, la posición negociadora es totalmente distinta. Por ende, la propuesta que 
aún no han analizado funcionarios y actuarios es sustancialmente superior a esta que estamos 
manejando en el tema del pago de las retroactividades. Grosso modo en este proyecto de ley estamos 
hablando de un pago del entorno del 45 % del monto de las retroactividades. A funcionarios y a 
actuarios se les ha ofrecido un 70 %, con algunos beneficios adicionales en la parte de tributación, o 
sea que probablemente sea mayor. Esos colectivos tienen sentencia ejecutoriada con lo cual se 
negocia distinto que con quien todavía tiene un crédito litigioso. Esa es la realidad. 


Había cuestionamientos de constitucionalidad sobre este artículo que creo que modificó por 
cuarta vez el sistema de cobro de las sentencias de condena contra el Estado en referencia de los 
créditos de origen laboral. No me he expedido en ninguno y desconozco que número de 
impugnaciones hay a su respecto. Puede darse la situación que en un futuro algunos funcionarios de 
todos los niveles que no adhieran terminen cobrando más por la misma función. Hacia el futuro 
ninguna de las propuestas abarca el 100 %. Habíamos acordado sobre la base de 21 %, que era la 


diferencia. El primero que planteó el acuerdo fue el entonces presidente Mujica, luego salió la ley y en 
diciembre de 2015 se llegó a un 7,60 % a cuenta de la diferencia del 21 %. En el caso de estos 
colectivos se llega ahora al 14 % y en el de la propuesta para funcionarios y actuarios creo que se 
arriba a un 15,5 %. Allí también hay una pequeña diferencia, pero sobre todo lo hay para el pago de las 
retroactividades. 


Ahora bien, lo que puede suceder es que quienes sigan los juicios por el mecanismo normal 
de cobro de las sentencias condenatorias contra el Estado, terminen percibiendo no solo el 100 % de la 
diferencia, sino la totalidad de la diferencia respecto al 21 % porque también hay condena de futuro. 
Quiere decir que no hay una solución exacta, de un cien por ciento, porque es un tema muy complejo, 
que lleva seis años, abarca a 5.000 personas y, además, tiene el problema de que hay quienes ya se 
han jubilado e incluso algunos fallecieron. Los integrantes de los distintos colectivos fueron cambiando 
en este largo período y por eso el señor director general planteaba algunas observaciones sobre los 
pequeños grupos y aquellos que incluso quedan al margen de la representación. Hay que tener en 
cuenta, además, que los seis gremios tampoco representan al cien por ciento; quedan funcionarios 
sueltos en todos los escalafones. Por tanto, me alegro que haya una interpretación en el sentido de 
abarcar a todos. Como hemos dicho, la idea de la Suprema Corte de Justicia, como jerarca del 
servicio, es la de los boinas verdes, esto es, no dejamos a nadie atrás porque es la única forma de que 
esto funcione en un estado democrático. Al único que se puede dejar atrás es al que voluntariamente 
se quiera quedar y no desee adherir al convenio, pero cualquiera que tenga la voluntad de arribar a un 
acuerdo debería tener la posibilidad de hacerlo. 


No sé si contesté todas las preguntas o quedó algo por el camino, 


SEÑOR MÉNDEZ.- Mi intervención no está relacionada con lo que establece el artículo 733, sino que 
quiero repasar con los señores senadores lo siguiente. Si bien comparto la interpretación amplia que 
hace el senador Michelini y creo que es la única razonable para que una organización pueda funcionar 
adecuadamente, cabe recordar que el proyecto de ley comienza diciendo «entre el Poder Ejecutivo, 
los Incisos mencionados y las organizaciones representativas de los magistrados del Poder Judicial, 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, magistrados de la Fiscalía General de la Nación y de los 
defensores públicos». Hasta ahí el universo está acotado a esas personas. Mañana, si se llega a una 
solución positiva —y todos esperamos que así sea— podrá incorporarse a este proyecto de ley a la 
Asociación de Funcionarios Judiciales del Uruguay y a los actuarios, que son los que todavía están por 
decidir en sus respectivas asambleas. En ese caso, la ley también haría referencia a las asociaciones 
representativas de actuarios y defensores de oficio. Entonces, creo que debemos ser claros en que va 
a quedar al margen un colectivo menor que es el de aquellos que no integramos ninguna de las 
asociaciones que el proyecto de ley menciona porque llegaron a un acuerdo o agregará luego de que 
lo hagan. 


Si decimos —compartiendo la interpretación del señor senador Michelini- que todos pueden 
optar en la medida en que hay convenios diferentes, ¿por cuál convenio optará, por ejemplo, el 
escalafón Q? Es obvio que si me dejan optar lo haré por el que sea mejor desde el punto de vista 
económico. Por eso creo que el legislador deberá determinar quiénes tienen la opción y por qué 
convenio deben hacerlo. En la medida en que no estamos representados, ¿por qué convenio optamos? 
Esta pregunta es válida si en realidad hay una diferencia, porque hasta ahora los magistrados y los 
defensores están con el mismo convenio. Si los convenios son todos iguales, claramente la respuesta 
a mi pregunta es que la totalidad de los funcionarios del Poder Judicial podrán optar, pero en caso de 
que haya convenios diferentes, la cosa cambia. 


Por otra parte, más allá de las dificultades prácticas en función de las tareas que 
desempeñamos en el Poder Judicial —y ni siquiera pienso en la que va a tener la contaduría para 
liquidar los sueldos—, lo veo desde otro punto de vista: el conflicto que vamos a tener con los 
funcionarios que por su propia voluntad no adhieran a ningún convenio y luego de la sentencia podrán 
tener un salario diferente de los que adhirieron a los convenios. A su vez, no sabemos qué salario 
tendrán los que ingresan porque tampoco está dicho que los cargos vacantes tendrán la retribución 
emergente del convenio respectivo al escalafón. Digo esto porque si el legislador otorga solo los 
recursos para los funcionarios ¿qué retribución van a tener aquellos cargos vacantes cuando se 
provean? ¿Tenderemos el crédito ya habilitado para los cargos vacantes o deberemos pedir la 
habilitación de crédito para cada designación que el Poder Judicial haga de los cargos que no están 


hoy involucrados y están vacantes? Son todas dudas que queríamos dejar planteadas en la comisión 
para que los senadores puedan analizar en el momento de resolver. 


SEÑOR DELGADO.- La otra pregunta que había formulado tiene que ver con el muy controvertido 
artículo 733 de la Rendición de Cuentas. ¿Están diligenciando algún recurso de inconstitucionalidad? 


SEÑOR CHEDIAK.- No estoy seguro, creo que sí, por eso señalaba que no he tenido a estudio 
ninguno, pero se había hablado que se iba a cuestionar también su constitucionalidad. La base de la 
inconstitucionalidad anterior era que hacía una diferencia en desmedro del Poder Judicial; al único que 
excluía del método normal de cobro de las sentencias contra el Estado era el inciso 16. La nueva 
normativa, en principio, no padece de ese defecto dado que es general para todos los organismos del 
Estado y lo que hace es diferenciar el origen de los créditos. Lo más descriptivo que podía decir sin 
incurrir en ningún tipo de prejuzgamiento es que la base de la inconstitucionalidad de la normativa que 
se sustituyó, en principio, no sería aplicable a esta solución actual, dado que la modalidad de cobro es 
en contra de cualquiera de los organismos de las tres ramas del Gobierno. Pero tenemos un régimen 
general del artículo 400 para todas las deudas de origen no salarial y uno para todas las deudas de 
origen salarial. 


SEÑOR DELGADO.- Entonces, no sería aplicable a esta solución. 


SEÑOR CHEDIAK.- Aquí estamos hablando de deudas de origen salarial y en vez de regir la normativa 
general del artículo 400 va la modificación del 733. Pero veremos cómo resultan a futuro las 
impugnaciones. Tengo entendido que todavía no hay ninguna sentencia a ese respecto pero sí hay 
anuncios que se iba a impugnar la normativa. No tengo una respuesta concreta para satisfacer la 
inquietud del señor senador. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la delegación la información brindada. 


(Se retiran de sala los representantes de la Suprema Corte de Justicia) 


(Ingresan a sala las delegaciones de la Asociación de Magistrados Defensores Públicos y de 
la Asociación de Magistrados Fiscales). 


—La Comisión de Hacienda les da la bienvenida, les agradece su presencia y que hayan 
aceptado nuestra convocatoria a efectos de que nos dejen su opinión sobre el proyecto de ley en 
consideración. 


SEÑOR REYES.- Puesto que se contemplan todos los puntos que habíamos planteado en la 
negociación, desde la Asociación de Magistrados Defensores Públicos no tenemos mucho para 
agregar. Incluso, se nos dijo que se hizo un ajuste sobre el que ya se conversó con las autoridades de 
la Suprema Corte de Justicia. 


Dado que todo indica que se llegará a buen puerto, solo nos resta decir que esto significa que 
el Poder Judicial y el país se sacan un peso de encima. 


SEÑORA BEREZÁN.- Como representante de la Asociación de Magistrados de Defensores Públicos, 
nos sumamos a las palabras del doctor Reyes. Y como grupo técnico muy pequeño —somos doscientos 
quince—, debo decir que para nosotros, el hecho de que se resuelva esta diferencia, es un paso muy 
importante porque nos permite crecer como colectivo y buscar lo que necesitamos como defensores 
públicos para mejorar nuestra función. A veces, estos clavos en el zapato no nos dejan crecer. Pero la 
propuesta del Poder Ejecutivo ha sido muy digna y hemos recibido un trato muy respetuoso. 


Destacamos la muy buena voluntad de resolver esta situación, incluso hasta en los pequeños detalles 
que de no ser tenidos en cuenta podría complicar la acción de las oficinas de contaduría. 


Por nuestra parte, agradecemos a los señores senadores el tratamiento de este proyecto de 
ley durante el receso. Queda por resolver la situación del 80% de los funcionarios judiciales, pero 
esperamos que todos podamos empezar el 2017 en otras condiciones. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ZUBÍA.- Represento a la Asociación de Magistrados Fiscales y queremos plantear lo siguiente. 
En la segunda cláusula del convenio se hace referencia a que el incremento se realizará en dos 
cuotas, correspondiendo el 3,34% a partir del 1” de enero de 2017. Sin embargo, en el artículo 1* del 
proyecto de ley se maneja un incremento del 3,24%. Habría una diferencia de 0,1% que sería 
interesante que los señores senadores lo analizaran, con el asesoramiento del ministerio, pero es lo 
que habíamos pactado. 


El otro punto que queríamos plantear es que en términos generales, como dijeron los 
compañeros anteriormente, estamos de acuerdo con todo el convenio que ya había sido objeto de una 
larga discusión. A su vez, el señor contador Ferreri nos manifestó que el IRPF a aplicar a esta partida 
iba a ser el IRPF del año 2016 y no el del año 2017 que es el año de pago. No soy técnico en la 
materia, pero de acuerdo a la información de la que disponemos, en general, el IRPF que se aplica es 
el del año en que se generaron los adeudos. De todas formas, como se convino expresamente que el 
IRPF que se nos iba a aplicar era el del año 2016 me parece que en este caso no sería 
sobreabundante que el proyecto de ley hiciera referencia a ello. No olviden que este fue un acuerdo. 
Nosotros hicimos quitas a nuestras pretensiones, el Poder Ejecutivo también hace un esfuerzo para 
acercarse a nuestra posición, pero lo que hubo fue un acuerdo. Este punto es importante porque la 
diferencia de esos seis puntos —si no calculo mal- entre el IRPF del 2017 y el IRPF del 2016 es parte 
sustantiva de ese acuerdo porque el monto es considerable. 


En principio esos serían los dos temas que queríamos plantear. Como ninguno de nosotros es 
experto en estos temas pensábamos que en el artículo 1. * se hacía referencia a los valores 
actualizados del IPC del año 2012, y como hubo ciertos incrementos en los valores de 2012 nos 
quedaba la duda de que se pudiera hacer una referencia a los años 2012, 2013, 2014 y 2015 que son 
los años en litigio. No voy a insistir mucho sobre eso ya que los compañeros me dicen que esto es 
parte de la legislación general de aplicación en su momento. 


De todas formas, hago hincapié en los dos puntos anteriormente mencionados. Me refiero al 
3, 34 % que sería el porcentaje que correspondería en lugar del 3,24 %, y luego agradeceríamos que 
se pudiera aclarar que el IRPF de aplicación en la especie sería el del año 2016, para que nuestros 
asociados tengan más tranquilidad. 


Agradecemos la convocatoria. 


SEÑOR MICHELINI.- No estoy muy convencido de que nosotros, al no venir por iniciativa del Poder 
Ejecutivo, podamos decir qué IRPF se aplica. Tengo dudas a ese respecto. No sea que por incluirlo y 
que alguien no esté firmando, el diablo ponga la cola en donde no debe. Entiendo que esas son la 
inquietud y el acuerdo, pero reitero que si no viene con iniciativa del Poder Ejecutivo cuándo se aplica 
un IRPF u otro, no podemos decirlo nosotros. El Poder Ejecutivo podrá hacer la interpretación de que 
estos son haberes de aquel tiempo y, por tanto, decir qué se aplica, pero no podemos determinarlo 
nosotros. Si lo hubiera mandado, no hay problema, pero vuelvo a insistir en que al no tener iniciativa 
del Poder Ejecutivo, se me plantean dudas. No sea cosa de que nos tranquemos en sala mañana 
cuando se trate en el pleno del Senado o en la Cámara de Representantes. Estoy convencido de que 
se puede hacer por vía administrativa; aunque parezca mentira, en este caso la ley estaría mucho más 
limitada por el tema de la iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR REYES.- De nuestra parte, las inquietudes están cubiertas —por lo que se nos dijo de parte del 
equipo del Ministerio de Economía y Finanzas— en cuanto al IRPF a ejercicio vencido y el de 2016. No 


hacemos cuestión de que eso vaya a ser de otra manera. 


En cuanto al punto menos del incremento del 3,24 %, eso tiene una explicación. Creo que la 
nuestra fue la primera asociación que tuvo tratativas. Todo empieza con el cálculo de memoria de lo 
que se había dado de aumento por la Ley n.* 19310, porque justamente se ¡ba a detraer el porcentaje 
que se había otorgado en esa norma. Entonces, se calculó o se recordó mal el porcentaje y esa es la 
diferencia. En el sueldo de $ 100.000, equivale a $ 100. Nosotros no hacemos cuestión de eso. 


SEÑORA BEREZÁN.- A raíz del planteo que hace el señor senador Michelini con total criterio, quiero 
decir que antes de ingresar a esta sala llamamos a uno de los asesores que se acaba de retirar junto 
con el señor subsecretario Ferreri y nos explicó —no soy contadora, pero trataré de reflejar lo más 
fielmente posible lo que me dijo- que como se trata de una deuda generada en un período 
determinado de tiempo, el cálculo de IRPF es año a año por el período de la deuda y se liquida a 
ejercicio ya cerrado. Es decir, nosotros ya pagamos IRPF por nuestros haberes en su momento, motivo 
por el cual en esto no hay una variante de franja porque se maneja como deuda y el IRPF lo genera 
ese período, insisto, generado por la deuda. O sea que en ese sentido no habrá la posibilidad —para 
despejar la duda que teníamos todos cuando llegamos acá, como decía el doctor Zubía—, de que se 
aplique un cálculo nuevo de IRPF porque este es vigente al 1 de enero de 2017 y la deuda es anterior 
a esa fecha. Por ese lado, pues, comparto lo que decía el doctor Reyes en cuanto a que ahora, 
después de la explicación que nos han dado, no nos genera dudas. 


SEÑOR ZUBÍA.- Comparto que la interpretación lógica sería la que acaba de decir la doctora, pero 
sucede que en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tuvimos un par de horas de discusión a los 
efectos de ponernos de acuerdo y uno de los puntos centrales —repito: no soy contador y no tengo 
conocimiento de las normas que rigen los cálculos del IRPF, más allá de que nos han dicho lo mismo 
que trasmitía la doctora Berezán— es que se comprometía a esa forma de descuento del IRPF. No 
obstante, como en materia contable siempre hay bibliotecas y bibliotecas y ese fue uno de los 
compromisos, si bien comparto lo que dice el senador Michelini en cuanto a que el Poder Ejecutivo es 
el que tiene iniciativa, en este ámbito tan especial, de una ley tan especial, que sale luego de un 
convenio entre las partes en las que estamos básicamente todos de acuerdo, sigo insistiendo en que 
quizá sería buena cosa que hubiera algún mensaje complementario para dejar, por lo menos en lo que 
hace a nuestros asociados -que son más de trescientos fiscales—, la tranquilidad de que ese era uno 
de los puntos en los que había habido un compromiso especial por la diferencia del ministerio. Lo sigo 
dejando planteado. A mi juicio echaría aceite sobre esta situación. Admito tanto la interpretación 
general como la objeción por cuanto no hay proyecto del Poder Ejecutivo. Pero nosotros venimos acá a 
explicar nuestra posición que es la siguiente: en el convenio pactamos IRPF 2016, pero en la ley no 
está. Y a nosotros nos gusta el máximo número de garantías para nuestros asociados; quizás haya 
otros mecanismos rápidos para lograr que el Poder Ejecutivo envíe una adenda con ese cálculo. Sigo 
insistiendo que en todos estos cálculos hay bibliotecas de todo tipo y color. Nosotros fuimos en aquella 
oportunidad con algún asesoramiento contable, y con la gente del ministerio hubo dimes y diretes. 
Insisto en que si eso se puede calificar favorecería la interpretación que nuestros asociados tengan que 
hacer luego acerca de la ley, al momento de la adhesión que se les va a solicitar. Así que insisto en 
dejarlo como pedido por la vía que se estime pertinente. 


SEÑOR HEBER.- Simplemente quería plantear un tema lateral. Como vino el señor fiscal de la nación 
y mencionó algunas correcciones al texto que estamos estudiando, me gustaría escuchar vuestra 
opinión para refrescar, porque una vieja discusión que estamos teniendo en la Comisión de 
Constitución y Legislación es sobre la referencia a los magistrados fiscales. Me gustaría recibir una 
opinión de la Asociación de Fiscales respecto al cuestionamiento de que no se mencione en la ley a los 
magistrados fiscales sino a los fiscales. Dio razones de interpretación constitucional, pero ya que 
estamos acá me gustaría escuchar la opinión de la asociación, porque quizás esto se modifique y a mí 
me parece que estaba bien como está redactado. 


SEÑOR ZUBÍA.- Nosotros tuvimos diferencias con el doctor Díaz a nivel de la aprobación del estatuto 
que rige la actuación de los fiscales y que fue de reciente aprobación en el Parlamento, referente a la 
calificación de magistrados de los fiscales. Cuando cimentamos nuestra posición señalamos, primero, 
que no quita ni pone, a los efectos del tránsito procesal, la denominación de magistrados. Sostuvimos 
que la legislación argentina en materia del ministerio público, de muy reciente data —-2015— maneja el 
concepto de magistrado; sostuvimos que la legislación chilena también maneja el concepto de 


magistrados, y también dijimos que el concepto de magistrado le da al fiscal la capacidad —que ya la 
tiene, pero no es malo robustecerla— de actuar según su absoluto leal saber y entender. Quitar la 
calificación de magistrados en el entorno donde también se legisló sobre las instrucciones generales 
generaba una especie de eventual —reitero: eventual— susceptibilidad respecto a esa independencia de 
los fiscales, y es por eso que nos parecía de importancia mantener el concepto de magistrado que, 
repito, en muchas legislaciones está. 


Por otra parte, en el proyecto del ministerio se habla de magistrados, y en el código que va a 
entrar en vigencia en julio del 2017 también se habla de magistrados fiscales. Así que tenemos una 
especie de cortocircuitos en donde la asociación tiene muy claro que hubiera sido deseable que en el 
estatuto saliera la palabra «magistrado», pero está siendo usada en forma insistente tanto por parte del 
Poder Ejecutivo como por el Código del Proceso Penal. Si a nosotros nos piden nuestra opinión, es 
que deseamos que oportunamente se modifique la ley orgánica de los fiscales y se volviera a la 
denominación de magistrados. 


En alguna oportunidad se sostuvo que si los defensores no son magistrados, los fiscales por 
equidad tampoco lo deberían ser, a diferencia de los magistrados jueces, porque son los llamados a 
decidir. Frente a ese razonamiento de que si los defensores no son magistrados, los fiscales no 
tendrían por qué serlo, sostuvimos que los fiscales estamos acotados por un estatuto mucho más 
restrictivo de las posibilidades que tenemos del hacer. Siempre tenemos que hacer en función de 
determinados principios que no siempre arrastran a los defensores. Por esa y otras razones 
como las incompatibilidades absolutas y el guiarse estrictamente por principios generales en cuanto a 
la aplicación de la ley, consideramos oportuno mantener el concepto de magistrado —tal como surge de 
las legislaciones argentina, chilena y alguna europea— para evitar suspicacias. 


El estatuto de los fiscales fue aprobado de esa forma pero hay otras fuentes del derecho 
comparado en las que se sigue manejando el concepto de magistrados para los fiscales. Para nosotros 
sería ideal que se recompusiera esa situación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Les agradecemos la presencia en este ámbito. 
(Se retiran de sala los representantes de la Asociación de Magistrados Fiscales). 
(Ingresan a sala los representantes del Tribunal de lo Contencioso Administrativo). 
—Buenos días y muchas gracias por aceptar la invitación a esta convocatoria. 


Como es sabido, estamos recabando las opiniones de las diferentes partes involucradas en el 
proyecto de ley a estudio. 


Sin más, les cedemos el uso de la palabra. 
SEÑORA CASTRO..- Agradecemos la invitación. 


Hemos leído el proyecto de ley y con respecto a lo que en él se contempla, estamos en todo 
de acuerdo. Para el Tribunal de lo Contencioso Administrativo se acordó la situación de los ministros y 
exministros del período y, en ese sentido, hemos recabado la conformidad de la totalidad de los 
interesados. Por lo tanto, sobre el proyecto de ley no tenemos más nada que decir. 


Nos gustaría puntualizar que quedarán pendientes dos cuestiones. La primera tiene que ver 
con dos secretarios y una prosecretaria —ya retirada— jubilada, pero que abarca parte del período. Esto 
fue planteado en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que ya envió una propuesta que está en el 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


La segunda cuestión que quería señalar es que el TCA está siendo demandado en un juicio 
por los funcionarios, pero todavía no hemos sido notificados. Estamos en conocimiento de esta 
situación porque ellos nos lo han comunicado. Sobre este tema no estamos en condiciones de decir 
nada, pero siempre es por el tema salarial originado por este equívoco. 


Esto es todo cuanto tengo para manifestar. Con mucho gusto responderemos a los señores 
senadores si tienen alguna pregunta. 


SEÑOR DELGADO.- Agradecemos a la delegación del Tribunal de lo Contencioso Administrativo por 
su Comparecencia. 


Con las delegaciones anteriores vimos algunas situaciones que se podrían llegar a configurar. 
Planteo esto porque debemos considerar todas las opciones, es decir, sobre los que adhieren y los que 
no lo hacen. Quisiéramos saber cuántos funcionarios del colectivo del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo adhieren hoy a este eventual convenio, así como también si hay algunos con sentencia 
firme —que quedarían por fuera de este convenio- pues obviamente tendrían otro tipo de 
remuneración. 


SEÑORA CASTRO.- De los que estamos contemplados en el convenio, la adhesión es del ciento por 
ciento y comprende ocho personas: los cinco ministros actuales y tres que fueron ministros durante 
este período pero que ya cesaron. En lo otro todavía no hay convenio y tampoco sentencia. Recién lo 
expliqué rápido, pero los funcionarios promovieron un juicio y el juzgado habría dado traslado de la 
demanda pero todavía el Tribunal no fue notificado. Sabemos de ella porque los funcionarios nos 
comunicaron que la habían iniciado. Ellos ya tuvieron la acción de inconstitucionalidad que en su 
momento hicieron los jueces. No sé si esto que manifesté aclara el punto. 


SEÑOR DELGADO..- La segunda pregunta que quería formular es de cuántos funcionarios se trataría. 
No sé si está prevista la concurrencia de los funcionarios del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
porque no los vi en la nómina. 


SEÑORA CASTRO..- Los funcionarios no tienen asociación, no están agremiados. 


SEÑOR DELGADO.- Cuántos serían los funcionarios en caso de que quisieran una adhesión 
individual. 


SEÑORA CASTRO.- Es del orden de sesenta personas. Es un organismo maravilloso porque es lo 
suficientemente chico como para resolver los problemas internamente. 


SEÑOR BEATI.- El Tribunal está integrado por ochenta funcionarios. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Les agradecemos por la información brindada. 
(Se retira de sala la delegación del Tribunal de lo Contencioso Administrativo) 


SEÑOR MICHELINI.- El objetivo de esta reunión era ver si podíamos votar el proyecto de ley en el día 
de hoy y convocar al Senado para el día de mañana. Aclaro que deberíamos ir artículo por artículo. 


Por otro lado, existe una inquietud que iba a ser enviada por el Ministerio de Economía y 
Finanzas, por lo que deberemos hacer algún cambio en sala. De cualquier manera, en el artículo 1? 
deberíamos cambiar la palabra «magistrados» por «fiscales» y cuando lleguemos al artículo 4% me 
gustaría fundamentar por qué en el convenio debería decir «que le correspondiere» en lugar de 
«correspondiente». En todo caso, podemos votar en sala el artículo 1%, ya que el Ministerio de 
Economía y Finanzas habrá enviado las modificaciones. 


SEÑOR DELGADO.- Deseo expresar que hemos citado a la bancada del Partido Nacional antes del 
Senado para tomar posición. Este proyecto de ley ingresó el jueves pasado y esta ha sido la primera 
reunión de la comisión del año. Por lo tanto, tenemos que informar al resto de los señores senadores. 
En el día de hoy hemos recopilado mucha información, alguna que presuponíamos y otra nueva. 
Obviamente, tenemos que ser cautelosos con los comentarios que hagamos sobre el final del proyecto 
de ley porque la idea es poder fundamentarlo en sala. 


Es por estos motivos que hoy no estamos en condiciones de tratar el proyecto de ley —hablo 
a título personal—, más allá de que los reclamos de los trabajadores son de justicia, en función de una 
situación que no fue generada por ellos y advertida por el Partido Nacional. Como dije, hoy no estamos 
en condiciones de dar una opinión general como partido porque tenemos reunión de bancada el día de 
mañana, previa a la sesión del Senado, para tomar una posición. 


SEÑOR MIERES.- Como saben, soy delegado del sector y no tengo voto en la comisión, pero quiero 
dejar constancia de que el día de mañana el Partido Independiente va a acompañar este proyecto de 
ley, y allí vamos a dar los fundamentos correspondientes. Me parece que es un final razonable a un 
problema autogenerado, que en algún momento debía ser resuelto. 


Por otra parte, no estamos de acuerdo con modificar el término de magistrados referidos a 
fiscales. Ese fue un debate que dimos en la Comisión de Constitución y Legislación, en la que 
acordamos no incorporar el término «magistrados» en la ley orgánica, pero en el supuesto —que fue 
nombrado en la discusión— de que los fiscales sigan siendo magistrados. Por lo tanto, eliminarlo 
expresamente es una señal que contradice la concepción que hay detrás, que es la idea de que los 
fiscales son magistrados, tal como dijo el presidente de la Asociación de Fiscales. 


Es así que no acompañaríamos esa modificación en la discusión que se llevará a cabo en el 
Senado y lo vamos a manifestar en caso de que se corrija. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me gustaría que secretaría compartiera algunas de las modificaciones que 
se estuvieron analizando para que todos sepamos de qué se está hablando. Luego de ello, veríamos si 
votamos hoy el proyecto de ley, que dependería de la decisión que tomen los señores senadores y de 
lo que el señor senador Delgado ha aclarado a la comisión. 


SEÑORA SECRETARIA.- Simplemente son correcciones de técnica legislativa. 


En el artículo 1? se corregiría lo de Magistrados y quedaría «Fiscales de la Fiscalía General». 
A continuación, habría que agregar un «de», con lo que quedaría: 


«Fiscalía General de la Nación y de los Defensores Públicos». 


En el inciso segundo, habría que desarrollar lo relativo a las tres cuotas. También estarían 
faltando un par de comas en relación con las leyes. 


En el inciso tercero y en los siguientes, donde se hace referencia a los porcentajes, habría 
que desarrollarlos. 


SEÑOR MICHELINI.- En el inciso segundo, donde dice «3 cuotas iguales», ¿qué habría que 
desarrollar? 


SEÑORA SECRETARIA.- El «3», es decir, escribir «tres» entre paréntesis. 


Por otro lado, el artículo 3% inciso segundo, dice: «También corresponderá a dichos incisos». 
En este caso, «incisos» debe ir con mayúscula porque refiere a los Incisos 16, 19 y 33 y no a un inciso 
de un artículo. 


Luego, en el artículo 4%, en el tercer renglón dice «de la presente Ley». La palabra «Ley» 
tendría que ir con minúscula y que habría que desarrollar cuando dice «30 días». 


SEÑOR HEBER.- La Asociación de Fiscales del Uruguay dijo que el incremento salarial que se había 
acordado era del 3,34 % pero en la redacción figura el 3,24 %. 


No se trata de técnica legislativa, pero la palabra juramentada del Ministerio fue otra. Entonces, quería 
saber qué es lo que va a hacer el oficialismo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Cuando Reyes concurrió a la comisión explicó la razón. No sé si se logró 
entender el argumento. 


SEÑOR MICHELINI.- Cuando se comenzó a dialogar sobre este punto se habló del 3,34 %, pero luego 
cuando se consultaron los documentos se pudo constatar que en realidad el porcentaje era del 3,24 % 
y por eso se corrigió. Por otro lado, nosotros no podríamos modificar esto porque no tenemos 
iniciativa. 


Entonces, propongo que se corrijan todos los aspectos relacionados a la técnica legislativa y 
que luego la secretaría haga las correcciones correspondientes en cada caso. Por tanto, cuando 
votemos el articulado damos por hecho que ya están realizadas las correcciones. En el caso del 
artículo 1 pondríamos «Fiscales de la Fiscalía General de la Nación». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estaríamos votando el proyecto de ley, con las modificaciones pertinentes y 
algún otro cambio que pueda enviar el Poder Ejecutivo respecto al artículo 1*. 


(Se vota:) 
5 en 8. Afirmativa. 

SEÑOR MICHELINI.- Propongo como miembro informante a la presidenta de la comisión. 
(Apoyados). 

SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la sesión. 


(Son las 12:24). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


